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Salud mental e inclusión social

Las personas con diagnóstico de trastornos mentales son un grupo especialmente 
vulnerable a la exclusión social y presentan una larga historia de inequidad y opre-
sión1. La Estrategia Nacional de Salud señala que “las condiciones neuropsiquiátri-
cas son el primer grupo de causas de enfermedad, responsables del 23,2% del total 
de AVISA” 2 e indica que la discapacidad por trastornos mentales se ve agravada por 
la exclusión social, la estigmatización y la violación de los derechos humanos. En 
Chile, según el censo del 2012, 373.545 personas presentan dificultad psiquiátrica, 
mental o intelectual. De este grupo, 1.144 personas viven en 151 hogares y residen-
cias protegidas (al año 2016)3. Entre las investigaciones que han abordado la inclu-
sión social de estas personas se ha encontrado que solo el 3,1% de sus residentes 
poseen ocupación4.

El concepto de inclusión social emerge en los años 70 en Europa, como parte del 
discurso político y, en la actualidad, se ha transformado en el foco de las políticas 
sociales de diversos países5. Lo mismo ha ocurrido en los estudios de Salud Mental, 
donde se ha transformado en un concepto clave para evaluar los programas e inter-
venciones, pero, a pesar de su relevancia, no existe consenso respecto a su defini-
ción1,6. En la literatura, se pueden distinguir dos líneas principales: una primera que 
releva la perspectiva de derechos como ciudadano o miembro de un grupo particu-
lar, y la otra que considera las oportunidades de participación en funciones clave o 
actividades de la sociedad5. Se ha descrito que ambas perspectivas son complemen-
tarias, pero la perspectiva de la participación ha tenido mayor desarrollo debido a 
que ofrece mayores posibilidades de ser medida. Aun así, es importante no reducir 
el concepto a la sola participación, sino que se debe considerar que la exclusión 
social tiene que ver con la forzada falta de participación y la inclusión social con la 
oportunidad de participar1. Además es importante tener en cuenta que el concepto 
solo es definible en una sociedad dada (tiempo y lugar), es multidimensional (en 
términos de derechos como de actividades clave), es dinámico (es un proceso más 
que un estado) y posee múltiples niveles (individual, familiar, comunal, societal e 
incluso global)5.

En cuanto a la relación entre salud mental y exclusión social, algunos autores han 
mostrado la extrema dificultad para diferenciar entre causas y efectos. Si bien unos 
afirman que son los problemas de salud mental los que causan pobreza y exclu-
sión, existen otros enfoques que sostienen que la estigmatización y el efecto de los 
diagnósticos psiquiátricos son los causantes de la exclusión social7. En un ejercicio 
por diferenciar grandes posturas al respecto, se encuentran por un lado las que 
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conciben la exclusión social como el efecto de una 
enfermedad mental8, siendo el DSM un ejemplo pa-
radigmático. Por otro lado, existen enfoques donde 
la inclusión es propiciada como un medio para me-
jorar la enfermedad mental9-11 y, además, otros en 
que la discapacidad misma es consecuencia de la 
falta de inclusión social1,12,13.

Hogares protegidos e inclusión social en Chile
Los hogares protegidos se comienzan a imple-

mentar en Chile desde los años 90, con la vuelta a 
la democracia, como parte de una nueva estrategia 
de salud mental. Esta estrategia está inspirada en 
los modelos comunitarios y la Convención de Ca-
racas14, en donde se cuestiona fuertemente el pa-
pel de los psiquiátricos porque, entre otros, aíslan, 
ponen en peligro los derechos humanos y civiles y 
requieren la mayor parte de los recursos.

Luego de transcurridos casi 30 años de su imple-
mentación, resulta llamativa la insuficiente informa-
ción sobre su funcionamiento, especialmente si se 
considera que la inclusión social ha sido definida 
local e internacionalmente como prioritaria dentro 
de las políticas públicas. Por ejemplo, en los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible es posible de opera-
cionalizar15 y en la agenda 2030 se han formulado 
en indicadores que se hacen cargo de la inclusión 
social de las personas con discapacidad y trastornos 
mentales ([1] Fin de la pobreza; [3] Salud y bien-
estar: salud mental; [4] Educación de calidad; [8] 
Trabajo decente y crecimiento económico; [10] Re-
ducción de las desigualdades: inclusión social, eco-
nómica y política de todas las personas; [11] Ciuda-
des y comunidades accesibles).

El año 2013, desde SENADIS, se propuso una 
Política Nacional para la Inclusión Social de las 
Personas con Discapacidad que recoge las indica-
ciones de la convención sobre los derechos de las 
personas con discapacidad (ONU), además de la 
Ley 20422 que establece normas sobre igualdad de 
oportunidades e inclusión social de personas con 
discapacidad. Esta política expresa la necesidad de 
“generar las condiciones que permitan a las perso-
nas con discapacidad su plena inclusión social y 
una efectiva igualdad de oportunidades” 16 y define 
lineamientos estratégicos divididos en áreas de in-
tervención para su cumplimiento: salud; promoción 
de la autonomía personal y atención a las perso-

nas con discapacidad en situación de dependencia; 
educación; atención temprana; investigación, desa-
rrollo e innovación; accesibilidad universal; capa-
citación e inclusión laboral; acceso a la justicia y 
adecuaciones normativas; promoción de derechos y 
generación de conciencia sobre discapacidad en la 
sociedad; participación en la vida política y públi-
ca; y cultura, recreación y deporte16.

En salud mental nos encontramos con un pano-
rama similar, la inclusión es parte del Plan de Ac-
ción sobre Salud Mental 2013-2020 y del Plan Na-
cional de Salud Mental del 2017 que introduce los 
principios de la Convención sobre los Derechos de 
las Personas con Discapacidad y de la Ley 20422, 
definiendo líneas y acciones de abordaje desde la 
inclusión social.

Investigación sobre inclusión social en Chile y el 
mundo

La investigación internacional sobre salud mental e 
inclusión social ha sido prolífica y ha logrado in-
fluenciar las políticas públicas. Este es el caso de 
investigaciones epidemiológicas en países como In-
glaterra, China, Australia entre otros, en que se ha 
operacionalizado el concepto de inclusión social y 
se han aplicado escalas estandarizadas para medir-
la6,20-22 o iniciativas como el Housing First23-27, des-
de donde el hogar es el punto de partida, no final, 
para la recuperación, incentivando la autonomía y 
mostrando importantes efectos positivos. En la mis-
ma línea, el “intensive case manager”, que cuenta 
con una revisión Cochrane, demuestra múltiples 
beneficios28-30. Los mismo ocurre con la inclusión 
laboral, donde los estudios señalan que para las per-
sonas con discapacidad psíquica la realización de 
un trabajo, sea pagado o no, favorece el bienestar 
mental y la inclusión social, especialmente cuando 
se confía en sus capacidades y se valoran sus apor-
tes10. Asimismo, se indica que puede dificultar la in-
clusión social la realización de tareas aisladas o sin 
socialización o que no se valoren las contribuciones 
de las personas11. Incluso se ha mostrado que la re-
creación física, social y creativa en la comunidad 
puede contribuir a la recuperación e inclusión so-
cial de personas con problemas de salud mental y 
que los entornos recreativos inclusivos facilitan la 
formación de relaciones de amistad9.

a. Es importante agregar que los hogares y residencias utilizan en Chile el 8% del presupuesto de salud mental (17)
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Investigación en Chile

A pesar de la relevancia dada desde los acuerdos 
internacionales y de las iniciativas nacionala, la in-
vestigación sobre inclusión social de personas con 
diagnóstico psiquiátrico en Chile ha sido escasa. 
Más aún, si bien se han llevado a cabo dos Estudios 
Nacionales de la discapacidad que miden indicado-
res de inclusión social en personas con discapaci-
dad17, ninguno de ellos incluyó a las personas que 
viven en hogares ni residencias protegidas, lo cual 
ha sido duramente criticado18. Nos encontramos 
entonces con que no hay suficientes investigaciones 
en Chile que den cuenta del impacto de los hogares 
protegidos en la inclusión social19 y que los resulta-
dos disponibles sean preocupantes. 

El II Estudio Nacional de la Discapacidad (II EN-
DISC), llevado a cabo el año 2015, si bien encuesta 
a todas las personas con discapacidad y no desagre-
ga por salud mental ni incluye a las personas que vi-
ven en hogares protegidos (como se señaló anterior-
mente), ayuda a formarse una impresión de la falta 
de inclusión social de las personas con diagnóstico 
psiquiátrico grave que viven en hogares. Este estudio 
indica que el 57,2% de las personas en situación de 
discapacidad se encuentran inactivas laboralmente 
(1.488.576 personas) mientras que esta cifra baja 
a 31% en el caso de las personas sin situación de 
discapacidad. El promedio de años de estudio de 
las personas en situación de discapacidad es de 8,6 
años, mientras que para el resto es de 11,6 años. La 
participación en organizaciones sociales es menor 
que las personas sin discapacidad. Las personas en 
situación de discapacidad se han sentido más discri-
minadas que el resto de la población, situación que 
aumenta en las mujeres17. En relación al subgrupo 
de las personas con discapacidad psíquica, pode-
mos suponer que estos indicadores se agudizan, por 
ejemplo, la encuesta Casen del año 2011, indica 
que solo el 13,9% de las personas con discapacidad 
psíquica tenía alguna ocupación31.

Una línea de estudio importante en Chile que 
aborda la situación social de las personas con diag-
nóstico de esquizofrenia y que se relaciona con la 
inclusión social es el estudio de la calidad de vida. 
Una investigación del año 2011, en los Servicios de 
Salud de Concepción y Arauco de Chile, indica que 
se observa una relación entre apoyo social percibi-
do y mayor calidad de vida32. Otro estudio, en el 

Servicio de Salud de Arica, muestra que la percep-
ción de falta de apoyo social y la sensación de ais-
lamiento disminuyen la calidad de vida y el mayor 
apoyo social lo aumenta. Se indica también que es-
tas personas, a pesar de tener capacidades para des-
envolverse en su ambiente inmediato, tienen pocas 
redes sociales y escaso contacto con la comunidad, 
realizan escasas actividades recreativas y que impli-
can interacción social y muy pocos mantienen una 
ocupación fuera del hogar33.

Una posible causa tiene que ver con que las fa-
milias restringen la inclusión social al considerar 
que es mejor que no realicen trabajos en el mer-
cado competitivo, que no mantengan relaciones 
personales significativas ni vivan solos de manera 
independiente, lo que afecta el empoderamiento y 
la autonomía. Se explica esta situación señalando 
que este hecho se debe a que las familias y los cui-
dadores buscan proteger a las personas34. También 
es importante considerar que se ha indicado que en 
el área de salud no se respeta el derecho a vivir en 
forma independiente y a ser incluido en la comu-
nidad, posiblemente debido a la preferencia de los 
equipos de salud por entregar prestaciones clínicas 
en desmedro de las comunitarias35.

En cuanto a estudios en Chile que muestren el 
efecto de los hogares protegidos en las personas, 
hay investigaciones que indican que existe una me-
joría significativa en la calidad de vida y un menor 
deterioro en los roles sociales comparado con aque-
llas personas que aún residen en hospitales psiquiá-
tricos, indicando que su papel como instrumento 
para la reinserción de personas desde el hospital ha 
sido significativo36. En esta línea otros autores re-
fieren que efectivamente las personas que viven en 
hogares protegidos o residencias experimentan más 
inclusión social que los que viven en psiquiátricos, 
pero menos que quienes viven con su la familia o 
con una familia que ellos formaran37.

Una investigación muy ilustradora sobre el tema 
es la encargada por SENADIS el año 2017 en los 
hogares de COANIL (hogares protegidos para per-
sonas con discapacidad psíquica) que mostró que 
la dimensión más débil evaluada corresponde a in-
clusión social. Se indica, por ejemplo, que solo el 
3,1% de las personas se encuentra ocupadas, el 3,3 
desocupadas y el 93,6 inactivas. Incluso se señala 
que el 85,9% no participan en ningún tipo de pro-
grama de capacitación, ni formación. En el mismo 
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sentido se afirma que los talleres de recreación son 
ofertados por la gestión de la fundación o centro re-
sidencial en un 93,8 por ciento y los talleres forma-
tivos en un 95,3 por ciento. Lo que habla de escasa 
relación con la red local4.

Algunas posibles causas de esta situación, si revi-
samos la literatura disponible, tiene que ver con la 
restrictividad de los dispositivos que afecta negati-
vamente la inclusión social4. En esta línea una in-
vestigación que entrevistó a 122 usuarios que viven 
en hogares y residencias protegidas en las regiones 
del Maule y Bío Bío, además de 30 cuidadores, 
encontró que a menor restrictividad los residentes 
presentan mayores habilidades básicas de la vida 
diaria, especialmente en áreas como “habilidades 
domésticas” y “habilidades comunitarias” 19. Otro 
estudio, sobre percepciones de usuarios de hogares 
protegidos de la región de Valparaíso, arrojó que los 
residentes prefieren el hogar a la hospitalización 
psiquiátrica, pero señalan que se fomenta la obe-
diencia pasiva a las reglas, limitando la integración 
a la comunidad38. En general, los hogares presentan 
prácticas restrictivas, pero hay diferencias significa-
tivas entre uno y otro. Los residentes pueden realizar 
elecciones menores, pero continúan siendo someti-
dos a prácticas que los excluyen del rol político so-
cial. Estas normas tienen que ver con los horarios de 
llegada, consumo de alcohol y cigarros, libre des-
plazamiento, posesión de llaves o supervisión del 
personal. En este sentido, la autonomía y capacidad 
de decidir está determinada por el dispositivo que 
reproduce prácticas asilares39.

Se hace necesario entonces, como sociedad y es-
pecialmente como investigadores, responder al pro-
blema del insuficiente conocimiento sobre los pro-
cesos de inclusión social en personas con trastornos 
mentales que viven en hogares protegidos. En este 
sentido, la deuda pendiente apunta tanto a levantar 
información sobre el estado actual, como para pen-
sar estrategias que apunten desde la política pública 
a mejorar las condiciones de inclusión social.
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